REGISTRADA BAJO EL N°   
91 (S)

FOLIO N°468/471

Expte nº: 147.979  Juz. Nro. 8

///En la Ciudad de Mar del Plata, a los   31     días del mes de mayo de dos mil once, reunida la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Sala Tercera, en acuerdo ordinario a los efectos de dictar sentencia en los autos: "CLINICA PRIVADA PUEYRREDÓN S.A.  C/ O.S.P.E.R.Y.H.R.A. Y OTROS S. MEDIDAS CAUTELARES” habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código de procedimiento en lo Civil y Comercial, resultó que la votación debía ser en el siguiente orden: Dres. Nélida  I. Zampini y Pedro D. Valle.

El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S

1a) ¿Es justa la sentencia de fs.594/595?.


2a) ¿Que pronunciamiento corresponde dictar?.


A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SRA. JUEZ NELIDA I. ZAMPINI DIJO:



I.- El Señor Juez de primera instancia resolvió: declarar su incompetencia para conocer en autos; una vez firme este decisorio ordenar su baja de los registros de Secretaría comunicando tal circunstancia al R.G.E.E; disponer la posterior remisión de los autos al Juzgado Federal que en turno corresponda.


II.- La parte actora apela dicho pronunciamiento a fs. 596/598, fundando  el recurso en el mismo escrito.

El apelante se agravia de la sentencia recurrida que hace lugar a la excepción de incompetencia.

Argumenta que el proveído de fecha 22/03/2011 podría considerarse jurídicamente correcto si las partes no hubieran pactado la justicia ordinaria (conforme cláusula décimo cuarta del contrato prestacional objeto de esta litis).

Advierte el recurrente que esto no fue analizado en los fundamentos del fallo atacado; porque nada dice el a quo respecto de la cláusula décimo cuarta del contrato adjunto.

Alega que es indudable que las partes puedan prorrogar la jurisdicción o pactar sobre la competencia tal cual surge de los arts. 1 y 2 del CPC. Cita jurisprudencia en apoyo de su postura.

También se agravia contra la sentencia  porque el a quo deniega las medidas cautelares.

Fundamenta que en tanto se discute la competencia de los tribunales ordinarios; el Magistrado tiene amplias facultades para dictar las medidas cautelares conforme lo establece y permite el art. 196 del CPC.

Alega que su parte ha cumplido con todos los recaudos del art. 195, 209 y ss del Código de Procedimiento. Agrega que acreditó la verosimilitud del derecho y el peligro en la demora, además ofreció la contracautela correspondiente. En consecuencia, advierte que con la gravedad patrimonial que ello implica no puede esgrimirse que la incompetencia de la justicia local  sea suficiente para no otorgar las medidas peticionadas.

II. Pasaré a analizar los agravios propuestos:

El recurrente centra su agravio en la prórroga de la jurisdicción pactada conforme contrato prestacional obrante a fs. 15/18 (cláusula décimo cuarta) que textualmente reza: “COMPETENCIA. Ante cualquier diferencia en la interpretación de este Contrato, o su incumplimiento, las partes se someten y aceptan la competencia de los tribunales ordinarios de la ciudad de Mar del Plata…”
En consecuencia, corresponde analizar si dicha prórroga es aplicable al caso que nos ocupa.


Cabe resaltar que la obra social O.S.P.E.Y.H.R.A. se encuentra enmarcada dentro de las previsiones de la ley 23.660 y 23.661. En consecuencia, al pertenecer la demandada al Sistema Nacional de Seguro de Salud, por ser un agente de éste corresponde que intervenga la justicia Federal.


En cuanto a ello el Máximo Tribunal  Provincial ha manifestado: “...en virtud de lo dispuesto por el art. 38 de la ley 23.661, “La ANSSAL y los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la correspondiente justicia ordinaria cuando fueren actoras. El sometimiento de los agentes del seguro a la justicia ordinaria estará limitado a su actuación como sujetos de derecho en los términos dispuestos por la ley de obras sociales… ”


También en dicho fallo la Suprema Corte  expresó: “…Con idéntico criterio se pronunció el Máximo Tribunal, cuando remitiendo a las consideraciones vertidas por el señor Procurador Fiscal subrogante, declaró competente para conocer en las actuaciones “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires C/Obra Social del Ministerio de Educación S/Ejecución Fiscal”,  al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contenciosos Administrativo Federal Nro. 7..."


"... En su dictamen, el Procurador Fiscal destacó que la solución arribada en el caso “Tallarico” (Fallos 315:2292), fue reiterada en causas “…donde la pretensión se vinculaba a reclamos laborales (…) concluyendo que en virtud de lo dispuesto por el art. 38 de le ley 23.661, en todos los casos las obras sociales deben ser demandadas en el fuero federal, sin que resulte óbice para ello, la materia del pleito…”  (…) “…si se incurrió en el error de convenir la jurisdicción a que debían someterse las partes, aún en contra de la propia ley, no es dable hoy, a fuerza de no contradecir una conducta anterior, jurídicamente relevante, que se persista en el incumplimiento de la legislación que la fija…” ( in re “Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra Obra Social del Personal Rural y Estibadores de la República Argentina S. Apremio” C. 94.490 del 2 de septiembre de 2009).


En síntesis, siendo el precedente de aplicación al caso, y por las razones allí expuestas, resulta competente la justicia federal.


 
Cabe aclarar que en distintas oportunidades he resuelto que el hecho que intervenga una obra social en determinado proceso no escapa a las reglas generales de competencia prescriptas en el art. 5 del Código Procesal, la que se determinará por la naturaleza jurídica de las pretensiones deducidas en la demanda. No obstante, frente a las conclusiones expuestas por la Suprema Corte en autos “Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra Obra Social del Personal Rural y Estibadores de la República Argentina S. Apremio” tal argumento se ve conmovido por el antecedente analizado. 


En consecuencia, en virtud de los contestes pronunciamientos de nuestro Superior Tribunal respecto de la cuestión en tratamiento, adhiero a lo allí resuelto.


Si bien es cierto, que no existe una norma legal que expresamente obligue a los jueces a seguir la doctrina emanada de la Suprema Corte Provincial, ello surge implícitamente desde que las normas constitucionales prevén el recurso de inaplicabilidad de ley a los fines de resguardar la correcta aplicación de la doctrina legal, a lo que se le debe sumar que las normas procesales imponen entre los jueces los deberes de asegurar los principios de celeridad y economía procesal. (Cám. Apel. Civ. y Com. I, Mar del Plata 108.886., RSD-90-99 S 6-4-1999). 


Por tales razones, considero que la presente causa es ajena a la competencia de la justicia provincial (arts. 1 inc. “c”, ley 23.660 y 38, ley 23.661).

Analizado lo anterior, queda por tratar  la procedencia de la medida cautelar solicitada.


El art. 196 del Código de Procedimiento establece que: “Los jueces  deberán abstenerse de decretar medidas precautorias, cuando el conocimiento de la causa no fuese de su competencia. Sin embargo, la medida ordenada por un juez incompetente será válida siempre que haya sido dispuesta de conformidad con las prescripciones de este capítulo, pero no prorrogará su competencia…”

Tengo en cuenta que el segundo párrafo del mismo artículo prevé que la medida ordenada por un juez incompetente será válida, pero ello no puede borrar el principio general establecido en la primera parte del artículo citado.

En consecuencia, entiendo que el artículo debe ser entendido de la siguiente forma: Si el juez antes o al proveer la medida precautoria advierte que no podrá intervenir en la causa por no ser de su competencia, debe abstenerse de pronunciarse al respecto, derivando la cuestión al juez que en definitiva deba conocer en el asunto (Palacio Lino E., “Tratado de Derecho Procesal Civil”, VIII, pág. 25).  Al contrario, si al momento de pronunciarse sobre la medida precautoria el juez no advierte su incompetencia y concede la medida (o se trata de un caso en el que la prórroga dependa de la actitud del demandado aún no presentado en juicio- argto art. 2 “in fine” del CPC) la medida precautoria dictada mantiene su validez.                                             


Sólo será viable el apartamiento de la regla general, cuando el solicitante de la medida expone y acredita que el tiempo que demorará su acogimiento por el juez competente, tornará ilusorio el derecho que se pretende cautelar, produciendo tal circunstancia perjuicios de insuceptible reparación ulterior (argto. jurisp. esta Alzada, sala II, causa 119.729, RSI 245/02 del 2 de abril de 2002, causa nro. 121.628 del 18 de julio de 2002; Revista de derecho Procesal “Medidas Cautelares”, Rubinzal Culzoni 1998, pág. 398 y ss).


En el caso traído bajo examen,  si bien el actor alega que es de público y notorio que la obra social demandada se encuentra atravesando graves problemas económicos, esto no es suficiente para acreditar el extremo de gravedad al que me referí en el apartado anterior. No ha alegado circunstancia especial que permita inferir la imposibilidad de obtener una cautela inmediata ante los jueces naturales de la causa (tribunales federales). 

En consecuencia es correcta la solución  adoptada por el juez de grado, esto es la de abstenerse de dictar las medidas precautorias por parte del juez que se reconoce como incompetente para dirimir la cuestión principal.

Atento como ha sido resuelta la cuestión, y por los fundamentos dados,  se rechazan los agravios traídos a esta instancia.

IMPOSICION DE COSTAS

Con respecto a las costas diré que el apelante se podría creer con derecho a plantear la demanda ante la justicia provincial atento los antecedentes habidos en el tribunal, por lo que las costas de ambas instancias se imponen en el orden causado (art. 68 2da. Parte).

REMISION DE LAS ACTUACIONES

Sin perjuicio de lo dispuesto por el art. 352 del CPC,  atento la forma que fue resuelto el caso de autos, la especial naturaleza de orden público de la ley 23.661, la especial característica de la causa (solicitud de la medida cautelar), los principios de cleridad y economía procesal, y con el objeto de asegurar la tutela judicial continua y efectiva como el acceso a la justicia (art. 15 Constitución de la Provincia) considero justo ordenar la inmediata remisión de estos actuados al Juzgado Federal que en turno corresponda.

ASI LO VOTO
El Dr. Pedro D. Valle  voto en el igual sentido y por los mismos fundamentos.

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SRA. JUEZ NELIDA I. ZAMPINI DIJO:  

Corresponde: I) rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 596/598 y en consecuencia confirmar la sentencia de fs. 594/595. II) Propongo imponer las costas en el orden causado por los fundamentos dados en el considerando. (art. 68 2da del C.P.C.).III) Diferir la regulación de los honorarios profesionales para su momento oportuno (art. 31 de la ley 8.904). 

ASI LO VOTO
El Dr. Pedro D. Valle voto en el igual sentido y por los mismos fundamentos.

En consecuencia, se dicta la siguiente:

S E N T E N C I A
Por los fundamentos dados en el precedente acuerdo: I) se rechaza el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 596/598, en consecuencia, se confirma la sentencia de fs. 594/595.II) Se imponen las costas en el orden causado por los fundamentos dados en el considerando. (art. 68, 2da. parte del C.P.C.). III) Se difiere la regulación de los honorarios profesionales para su momento oportuno (art. 31 de la ley 8.904). Regístrese. Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 del C.P.C.). Devuélvase. NELIDA I. ZAMPINI. PEDRO D. VALLE.                                                                           Secretario.-
